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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018.  

 Comparece ante nosotros el señor Miguel Rodríguez Rodríguez          

(Sr. Rodríguez o apelante) y, en el contexto de una reclamación por daños 

y perjuicios extracontractuales, solicita que modifiquemos las partidas 

para resarcir los daños concedidas a la apelada de epígrafe, en la sentencia 

enmendada emitida por el Tribunal Primera Instancia, Sala de Guayama, 

(TPI) el 2 de mayo de 2018, por juzgarlas exageradamente altas.  

 Según los fundamentos que expondremos a continuación, 

determinamos que procede el ajuste de las partidas concedidas en daños, 

al resultar altas en exceso.  

I. Resumen del tracto procesal  

El 23 de mayo de 2007, la Sra. Lourdes Esther Cruz Figueroa           

(Sra. Cruz o apelada) instó demanda por daños y perjuicios contra el 

apelante. En lo pertinente, reclamó la pérdida del amor, la compañía y el 

cariño de su madre, por causa del apelante haberle causado la muerte al 

atropellarla con su vehículo.  
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Por los mismos hechos descritos en el párrafo anterior, el 30 de mayo 

del 2012 el señor Anthony Cruz Figueroa (Sr. Cruz Figueroa), hermano de 

la apelada, residente del estado de la Florida, presentó demanda contra el 

aquí apelante en el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el 

Distrito de Puerto Rico. Al igual que el caso iniciado por la apelada en el 

foro estatal, el Sr. Cruz Figueroa reclamó indemnización por los daños y 

perjuicios sufridos por el fallecimiento de su madre.  

La acción iniciada en el foro federal fue resuelta mediante sentencia 

de 23 de junio de 2014. Habiéndose realizado el juicio por jurado, mediante 

veredicto se le asignó responsabilidad al apelante por negligencia en un 

80%, al atropellar y ocasionarle la muerte a la señora Sonia Figueroa 

Adorno, a quien se le atribuyó un 20% por negligencia comparada. A tenor, 

el foro federal le concedió al Sr. Cruz Figueroa la cantidad de $200,000.00 

por los daños sufridos, que luego de aplicado el por ciento de 

responsabilidad de la Sra. Figueroa Adorno, se redujo a $160,000.00. 

De vuelta al pleito iniciado en la jurisdicción estatal, el foro primario 

acogió una solicitud de la apelada para que se aplicara la doctrina del 

impedimento colateral por sentencia sobre la determinación de negligencia 

impuesta al apelante en el Tribunal de Distrito Federal sobre los mismos 

hechos. En consecuencia, el TPI impuso responsabilidad al apelante en un 

grado de 80% por los actos torticeros que se alegaron en su contra, (y el 

20% por la negligencia comparada de la Sra. Figueroa Adorno), por lo que 

solo quedó por dirimirse los daños sufridos. Celebrada una vista 

evidenciaria para dilucidar lo anterior, (en la que se presentó como prueba 

únicamente el testimonio de la Sra. Cruz Figueroa), el tribunal a quo dictó 

sentencia condenando al apelante al pago de $240,000.00, por los daños 

ocasionados a la parte apelada, ya computado el por ciento de 

responsabilidad compartida.  

Inconforme con la cuantía concedida, la parte apelante presentó un 

escrito de apelación el 22 de diciembre de 2016.  Alegó que incidió el TPI 

en su análisis y apreciación de la prueba al conceder una compensación de 

daños exageradamente alta y excesiva que no se ajustaba a la prueba 
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desfilada. Según alegó, en el caso de autos la Sra. Cruz Figueroa se limitó 

a reclamar la partida de daño moral por la pérdida de amor, compañía y 

cariño de su madre fallecida. Por otra parte, adujo que el TPI dictó la 

sentencia sin explicar el cómputo realizado para determinar la cuantía 

concedida y sin hacer referencia a los casos similares en los que se basó 

para dar valor a los daños.  

El 30 de junio de 2017, un foro hermano dictó sentencia en la que 

ordenó la devolución del caso al foro primario a los únicos efectos de que 

éste acreditara el cómputo de los daños concedidos mediante 

determinaciones de hechos adicionales y detallando la metodología 

utilizada para su valoración.1  

En cumplimiento, el foro primario dictó sentencia enmendada el 2 de 

mayo de 2018, estableciendo lo siguiente: 

[e]n el presente caso, el Tribunal advino en conocimiento 
judicial de la Sentencia emitida el 23 de junio de 2014 por el 
Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de 

Puerto Rico por los mismos hechos y alegaciones. La única 
diferencia era la identidad de la parte demandante. En el foro 

federal el demandante era Anthony Cruz, hijo de la difunta 
Sonia Figueroa. Mientras que, en el caso de autos, la 
demandante es Lourdes Cruz, también hija de la difunta Sonia 

Figueroa y quien, según el testimonio vertido, tenía una 
relación de convivencia mucho más estrecha con su madre que 

el demandante Anthony Cruz. La Sentencia emitida por el foro 
federal otorgó la suma de $200,000.00 en angustias y 
sufrimientos mentales al demandante Anthony Cruz por la 

pérdida de su madre, Sonia Figueroa. Dicha suma fue reducida 
en un 20% al imponerle negligencia comparada a la señora 
Sonia Figueroa. La suma otorgada en Sentencia al demandante 

Anthony Cruz fue $160,000.00. Luego de escuchada, 
evaluada y aquilatada la prueba en el caso de autos, este 

Tribunal valora los daños sufridos por la demandante 
Lourdes Cruz en $300,00.00. Realizando la reducción de 
un 20% por negligencia comparada, otorgamos a la 

demandante, Lourdes Cruz, la suma de $240,000 por la 
pérdida del amor, compañía y cariño de su madre, Sonia 

Figueroa. Estas cuantías se sustentan con los daños probados 
en juicio. La señora Lourdes Cruz sufrió la inesperada muerte 
de su madre, quien era una mujer saludable, activa y parte 

integral de la vida diaria de la señora Cruz y su familia. Debido 
a los actos negligentes del señor Miguel Rodríguez, la señora 
Lourdes Cruz no volverá a disfrutar del amor, compañía y 

apoyo de que su madre le brindaba diariamente. Quedó 
demostrado con el testimonio de la demandante que, la 

relación que existía entre ella y su madre era una 
extremadamente cercana y ambas se apoyaban y ayudaban 
mutuamente. La relación de la señora Lourdes Cruz con su 

madre no era una esporádica y lejana, todo lo contrario, era 

                                                 
1  KLAN201601886. 



 
 

 
KLAN201800617 
 

 

4 

una relación de convivencia diaria y constante. La presencia 
de la señora Sonia Figueroa en el diario vivir de la demandante, 

la afectó irreparablemente y continúa afectándola hoy. La 
demandante no volverá a disfrutar de la compañía, amor y 
apoyo de su madre debido a los actos negligentes del aquí 

demandado.2  
 

Es del anterior dictamen del cual apela ante nosotros el                               

Sr. Rodríguez, imputándole al TPI la comisión de los siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia en su análisis y 
apreciación de la prueba incurriendo en error manifiesto al 

conceder compensación por daños no alegados en la 
demanda, incurriendo además en error manifiesto y al no 
establecer los casos utilizados como comparables a los fines 

de conceder compensación por daño moral de pérdida de 
amor, compañía y cariño.3  

 
2. Erró el Tribunal de Primera Instancia en su análisis y 

apreciación de la prueba incurriendo en error manifiesto, 

pasión y prejuicio al conceder una cuantía de daños 
exageradamente alta y excesiva que va acorde con la prueba 

que tuvo ante su consideración y conforme la 
jurisprudencia vigente para estimar y valorar los daños y 
cuantías concedidas y al no hacer determinaciones de 

hechos adicionales para la adecuada evaluación de daños.  
 

Por su parte, la apelada presentó su alegato en oposición a la 

apelación.  

Contando con la comparecencia de las partes, así como con la 

transcripción de la prueba, estamos en posición de resolver. 

II. Exposición de Derecho 

A. La acción civil por daños y perjuicios 

El Art. 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, dispone que, el que 

por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, 

está obligado a reparar el daño causado. Por ello, para imponer 

responsabilidad civil al amparo del mencionado artículo, es necesaria la 

concurrencia de los siguientes requisitos: (1) realidad del daño sufrido; (2) 

un acto u omisión culposo o negligente; y, (3) nexo causal entre el daño y 

la referida acción culposa o negligente. López v. Porrata Doria, 169 DPR 

135, 161 (2006).  

                                                 
2 Apéndice I del recurso de apelación, página 8.  
3 El apelante reproduce este error ante nosotros, luego de que fuera presentado y resuelto 

mediante la sentencia del panel hermano, KLAN201601886. Con lo cual, nos vemos 

privados de dilucidarlo.   
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De otra parte, el acto negligente se ha definido como, el 

quebrantamiento del deber impuesto o reconocido por ley de ejercer, como lo 

haría una persona prudente y razonable, aquel cuidado, cautela, 

circunspección, diligencia, vigilancia y precaución que las circunstancias del 

caso exijan, para no exponer a riesgos previsibles e irrazonables de daños 

como consecuencia de la conducta del actor, a aquellas personas que, por no 

estar ubicadas muy remotas de éste, un hombre prudente y razonable 

hubiese previsto, dentro de las circunstancias del caso, que quedaban 

expuestas al riesgo irrazonable creado por el actor. Pacheco Pietri y otros v. 

ELA y otros, 133 DPR 907 (1993); H.M. Brau del Toro, Los daños y perjuicios 

extra-contractuales en Puerto Rico, 2da. Ed., San Juan, Pubs. J.T.S, 1986, 

Vol.1, pág. 183. Así, el deber de cuidado exigible consiste en la obligación de 

todo ser humano de anticipar el peligro de ocasionar daños cuya 

probabilidad es razonablemente previsible. H.M. Brau del Toro, op. cit.,              

pág. 184. La determinación de si hubo negligencia se basa en la 

consideración objetiva de lo que hubiese podido anticipar o prever, bajo 

idénticas circunstancias, una persona prudente y razonable. Íd.   

En  P.R.F.S. v. Promoexport, 187 DPR 42 (2012),  nuestro Tribunal 

Supremo expresó que la imprudencia concurrente del perjudicado no exime 

de responsabilidad a la parte demandada, aunque sí conlleva la reducción 

de la indemnización; lo que se conoce como la negligencia comparada.           

Art. 1802, supra. Es decir, la mencionada doctrina sirve para mitigar, 

atenuar o reducir la responsabilidad pecuniaria del demandado, pero no 

para eximir totalmente de responsabilidad a éste.  

B. Valoración de Daños 

En las acciones de daños y perjuicios, la compensación incluye el 

resarcimiento de los daños patrimoniales compuestos por el daño 

emergente y el lucro cesante, así como los daños no pecuniarios como son 

los daños morales consistentes de los sufrimientos físicos, las angustias 

mentales, la pérdida de compañía, el afecto y la incapacidad. Cintrón 

Adorno v. Gómez, 147 DPR 576, 587 (1999). Los sufrimientos y angustias 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=0dc0abb2-9652-4033-90fc-60a2fee0d35e&pdteaserkey=h1&pditab=allpods&ecomp=5ypck&earg=sr1&prid=a0d9b24c-a448-4111-86eb-089b13268f1d


 
 

 
KLAN201800617 
 

 

6 

mentales tienen la finalidad de indemnizar el dolor, los sufrimientos físicos 

y las angustias mentales que padece una persona como consecuencia de 

un acto culposo o negligente. Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, (1990); 

Acosta & Rodas, Inc. v. PRAICO, 112 DPR 583 (1982). No basta una pena 

pasajera, sino que deben probarse sufrimientos y angustias morales 

profundas. Moa v. E.L.A., 100 DPR 573, 587 (1972).   

La valoración o cuantificación del daño, descansa inicialmente en el 

ejercicio discrecional, prudente, juicioso y razonable del juzgador de hechos 

animado por un sentido de justicia y de conciencia humana.  S.L.G. v. F.W. 

Woolworth & Co., 143 DPR 76 (1997); Concepción Guzmán v. A.F.F., 92 DPR 

488 (1965). El daño a ser compensado no puede subvalorarse meramente 

por el carácter especulativo que conlleve necesariamente el cómputo. Claro 

está, al medirlos, el juzgador debe hacerlo a base de la prueba, procurando 

siempre que la indemnización no se convierta en una industria y se 

mantenga su sentido remediador, no punitivo. Rodríguez Báez v. 

Nationwide Insurance Co., 156 DPR 614 (2002). Por tanto, los tribunales 

deben buscar una proporción razonable entre el daño causado y la 

indemnización concedida, de modo que la adjudicación sea razonablemente 

balanceada, es decir, ni extremadamente baja ni desproporcionadamente 

alta.  Blás v. Hosp. Guadalupe, supra, pág. 339. La valoración responde a 

factores particulares y únicos de cada caso, por lo que debe ser considerada 

conforme los hechos y circunstancias particulares. Íd.   

Por otro lado, nuestro máximo foro ha expresado que la tarea de 

estimar y valorar daños es una labor difícil y ardua, pues no existen 

fórmulas científicas de especificidad exacta que indiquen cómo se 

justiprecia el dolor y el sufrimiento. Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-

Vicéns, 179 DPR 774 (2010); Vázquez Figueroa v. E.L.A., 172 DPR 150, 154 

(2007); Nieves Cruz v. U.P.R., 151 DPR 150, 169-170 (2000) y Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical Care, 195 DPR 476 (2016). Precisamente por 

la dificultad que entraña esta gestión, existe una norma de abstención 

judicial de parte de los foros apelativos fundada en criterios de estabilidad 

y deferencia hacia los tribunales de instancia. Urrutia v. A.A.A., 103 DPR 
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643, 647-648 (1975). Por tanto, los tribunales apelativos no debemos 

intervenir con la apreciación de la prueba y con la determinación de daños 

que un tribunal de instancia haya emitido, a menos que las cuantías 

concedidas sean ridículamente bajas o exageradamente altas. Albino v. 

Ángel Martínez, Inc., 171 DPR 457, 486-487 (2007); Alberto Bacó v. ANR 

Construction, Corp., 163 DPR 48, 65 (2004). Ello, responde a que los jueces 

de instancia están en mejor posición que los tribunales apelativos para 

evaluar los daños, toda vez que éstos son los que tienen contacto directo 

con la prueba presentada. Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 339 

(1998); Rodríguez Cancel v. A.E.E., 116 DPR 443, 451 (1985).  

Sin embargo, el Tribunal Supremo ha destacado que cuando al foro 

apelativo le corresponda examinar si la compensación concedida por el TPI 

es ridículamente baja o exageradamente alta, debe examinar la prueba 

desfilada ante ese foro y las cuantías otorgadas en casos similares resueltos 

anteriormente. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra; Herrera 

Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra. En este sentido, las 

indemnizaciones concedidas en casos anteriores constituyen un punto de 

partida y referencia útil para pasar juicio sobre las concesiones otorgadas 

por el foro primario. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra; 

Rodríguez et al v. Hospital et al, supra. Ello es así aun cuando reconocemos 

que no existen dos casos exactamente iguales y que cada caso es 

distinguible según sus circunstancias particulares. Santiago Montañez v. 

Fresenius Medical, supra. En todo caso, estas compensaciones otorgadas 

en casos anteriores deben ajustarse a su valor presente. Íd.  

III. Aplicación del Derecho a los hechos 

Según anticipamos, el apelante nos solicita que modifiquemos las 

cuantías concedidas en reparación de daños a la apelada, por entender que 

resultan exageradamente altas. Tal como citáramos de la sentencia 

enmendada en el tracto procesal, el tribunal apelado concedió a la            

Sra. Cruz Figueroa $300,000.00 por los daños sufridos, (por la pérdida del 

amor, compañía y cariño de su madre), que luego de aplicado el por ciento 

de negligencia comparada asignado del 20%, se redujo a $240,000.00. 
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Según explicitó el TPI en su sentencia enmendada, para determinar la 

cuantía concedida por daños a la apelada utilizó la comparación de sendos 

casos resueltos por foros hermanos de este Tribunal de Apelaciones, 

los que resumimos a continuación:  

1. Mallens Ortíz, et al. v. Wal-Mart PR, Inc.4 – el TPI concedió 

$225,000.005 en conceptos de angustias y sufrimientos mentales a la 

hermana de una mujer que sufrió un accidente de tránsito mientras 

esperaba asistencia en la carretera. Según dichos hechos, la hermana no 

estuvo presente al momento del accidente de la perjudicada, quien no 

falleció por los daños sufridos. En apelación ante este foro apelativo 

cuestionando las cuantías de las compensaciones por daños, un panel 

hermano consideró que no resultaban ni ridículamente bajas, ni 

exageradamente altas, por lo que fueron confirmadas. En este caso hubo 

varios demandantes, pero solo aludimos a la hermana de la perjudicada 

por cuanto fue el único punto referencial que utilizó el TPI al compararlo 

con el caso ante nuestra consideración.   

2. Pabón Rosado v. ELA6 -  en este el TPI le concedió $365,500.00 

a la hija del causante de un accidente de tránsito ocasionado por un 

desnivel en la carretera.7 Sin embargo, las controversias que tuvo ante su 

consideración el panel hermano no versaban sobre las cuantías otorgadas 

en favor de los demandantes. Esto es, no hubo señalamientos de error que 

impugnaran las cuantías concedidas por resultar excesivamente altas o 

                                                 
4 KLAN0400415, consolidado con el KLAN0400418. 
5 En consideración a que dicha cantidad fue concedida en marzo 2004, debemos 

actualizarla al valor presente. Para actualizar la suma de $225,000 al valor presente 
ajustado a la inflación, la multiplicamos por el valor adquisitivo del dólar para el año 2004, 

fecha en que se dictó la sentencia utilizada como precedente judicial de valoración, que 

fue de 1.150231 (100/86.939). Multiplicada dicha suma (1.150231), por los $225,000 

concedidos en el precedente, obtenemos la cantidad de $258,802.148632. El próximo paso 

es dividir la cantidad de $ 258,802.148632 entre 0.857294, que es el valor adquisitivo del 
dólar para la fecha en que se dictó la sentencia del caso de epígrafe, es decir a diciembre 

2016. Por lo tanto, el valor presente ajustado sería de $ 301,882.354294. 
6 KLAN201201135. La sentencia apelada fue dictada por el TPI el 8 de mayo de 2012. 
7 En consideración a que dicha cantidad fue concedida en mayo 2012, debemos 

actualizarla al valor presente. Para actualizar la suma de $365,500.00 al valor presente, 

ajustado a la inflación, la multiplicamos por el valor adquisitivo del dólar para el año 2012, 
fecha en que se dictó la sentencia utilizada como precedente judicial de valoración, que 

fue de 0.863408 (100/115.82). Al multiplicar dicha suma (0.863408), por los $365,500.00 

concedidos en el precedente, obtenemos la cantidad de $ 315,575.893628. El próximo 

paso es dividir la cantidad de $ 315,575.893628 entre 0.857294, que es el valor adquisitivo 

del dólar para la fecha en que se dictó la sentencia del caso de epígrafe, es decir a diciembre 

2016. Por tanto, el valor presente ajustado suma a $ 368,106.656. 
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bajas, por lo que no fue necesario efectuar razonamiento alguno en torno 

al tema.  

Como advertimos, ambos casos citados por el TPI para fundamentar 

su análisis sobre las cuantías concedidas fueron emitidos por paneles 

hermanos de este Tribunal de Apelaciones.8 Ante ello, conviene subrayar 

que la facultad de pautar y unificar el Derecho es exclusiva de nuestro 

Tribunal Supremo. Crespo Quiñones v. Santiago Velázquez, 176 DPR 408 

(2009). (Énfasis suplido.) De modo que la ruta indicada para que el TPI 

atendiera este caso hubiese sido, acudir primeramente a la jurisprudencia 

de nuestro Tribunal Supremo con el propósito de identificar situaciones 

fácticas similares en la valoración de daños. Es concebible que, de no 

encontrar hechos análogos en los casos considerados por el máximo foro, 

entonces bien podía justificarse haber recurrido a las determinaciones de 

foros hermanos como ejemplos comparativos, por su valor persuasivo.  

Lo cierto es que, afortunadamente, sí contamos con varias opiniones 

de nuestro Tribunal Supremo, algunas muy recientes, que, además de 

reiterar el precedente establecido sobre la metodología a utilizar por los 

tribunales inferiores para computar los daños9, presentan situaciones 

fácilmente extrapolables o comparables con el caso ante nuestra 

consideración, y los discutiremos en adelante.  

En Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra, tras ser 

diagnosticada con insuficiencia renal en su etapa terminal en noviembre 

de 2006, la Sra. Ruby Navarro Santiago comenzó a recibir terapias de 

remplazo renal mediante hemodiálisis. En enero de 2007 comenzó a tomar 

dichas terapias en el centro de diálisis Fresenius Medical Care/Bio Medical 

                                                 
8 Cabe resaltar que al momento de que los foros hermanos resolvieran las determinaciones 

utilizadas por el foro primario, el precedente de Santiago Montañez v. Fresenius Medical 
Care, supra, no existía. Como analizamos dicho precedente obliga a tomar como punto de 

partida un caso cuyos daños sean similares y actualizarlo al valor presente.  
9 Ver Ramos v. Hosp. Dr. Susoni, Inc., supra, según ratificado en Santiago Montañez v. 

Fresenius Medical Care, supra. De los cuales se sigue que debemos calcular el valor 

adquisitivo del dólar para el año del caso utilizado como guía y multiplicarlo por la 

cantidad concedida en el mismo. Así se obtiene el valor presente de dicha cuantía. Para 

calcular el valor adquisitivo del dólar, debemos dividir 100 entre el índice de precios al 

consumidor para el año del caso guía. Luego, debemos actualizar la cantidad concedida 

en el caso guía, para llevarla al año en que se dictó sentencia en el presente caso, es decir, 

al 2016. Esto último se obtiene, dividiendo el ajuste por inflación obtenido entre el valor 

adquisitivo del dólar para el 2016. 
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Applications of Caguas, Inc. Luego de un error en el tratamiento de 

hemodiálisis la Sra. Navarro tuvo que ser trasladada al hospital y se le 

diagnosticó con el síndrome de compartimiento. Así las cosas, tuvo que ser 

intervenida con una cirugía de fasciotomía en su brazo izquierdo. Estuvo 

hospitalizada durante 71 días, en donde contrajo pulmonía y tuvo que 

ser tratada por varias infecciones y complicaciones. Conforme a las 

determinaciones de hechos del foro primario, la Sra. Navarro regresó a su 

hogar sumamente delicada de salud, tenía instalada una traqueotomía que 

le ayudaba a respirar y permaneció encamada hasta su fallecimiento. A 

tenor, el foro primario determinó que los cuidados requeridos por la                 

Sra. Navarro conllevaron cambios notables en la familia, tanto así que su 

hijo Luis Joel Santiago Navarro y su nuera Rosalí Flores Rodríguez tuvieron 

que mudarse al hogar de la Sra. Navarro Santiago para atenderla mientras 

el señor Santiago Montañez trabajaba.  

En la opinión que estamos discutiendo, los demandantes acudieron 

al foro de mayor jerarquía cuestionando las cuantías concedidas por el TPI, 

en tanto las juzgaron ridículamente bajas. Coincidiendo con tal 

apreciación, el Tribunal Supremo las revocó, aumentándolas, 

concediéndole a cada uno los hijos de la madre fallecida la cantidad de 

$30,000.00, por los sufrimientos y angustias mentales padecidos.  Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra. 

Juzgamos que, además de ser propiamente un precedente, la situación 

fáctica atendida en Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra, resulta 

más cercana o de mayor utilidad como punto de comparación con la 

situación de hechos ante nuestra consideración. Se trata, esencialmente, 

de una persona que, habiendo fallecido por los actos torticeros de un 

tercero, sus hijos reclamaron la indemnización debida por sus 

sufrimientos.  

Es de notar que la cantidad concedida por el Tribunal Supremo en 

Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra, se hizo con los datos 

económicos imperantes en mayo del 2016, por lo que resulta necesario 

actualizarla al valor presente. Para ese ejercicio tomamos la suma de 
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$30,000.00 al valor presente, ajustado a la inflación, la multiplicamos por 

el valor adquisitivo del dólar para el año 2016, fecha en que se dictó la 

sentencia utilizada como precedente judicial de valoración, que fue de 

0.8670770.10 Al multiplicar dicha suma (0.8670770), por los $30,000.00 

concedidos en el precedente, obtenemos la cantidad de $26,012.312494. 

El próximo paso es dividir la cantidad de $26,012.312494 entre 

0.85729472, que es el valor adquisitivo del dólar para la fecha en que se 

dictó la sentencia del caso de epígrafe, es decir a diciembre 2016.11  Por lo 

tanto, el valor presente ajustado suma a $30,342.322032.12 

Otro caso de nuestro Tribunal Supremo que sirve para el ejercicio de la 

valoración de daños vis a vis el que está ante nuestra consideración es el 

de Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 721 (1984). Según sus 

hechos, el señor Rubén Pérez Vargas tuvo un accidente de tráfico que 

conllevó que fuera atendido en el Hospital La Concepción, y luego de un 

diagnóstico erróneo fue dado de alta, pero sus problemas de salud 

continuaron, por lo que al poco tiempo murió súbitamente. El foro primario 

le concedió al hijo del causante la cantidad de $25,000.00 en concepto de 

angustias mentales. No obstante, planteada ante el Tribunal Supremo que 

la cuantía asignada por el TPI era excesiva, dicho alto foro determinó que, 

en efecto, resultaba excesiva, por lo que la redujo a $15,000.00.  

Véase, una vez más, que esencialmente se trata del análisis realizado 

por nuestro Tribunal Supremo al enfrentar la valoración de los daños 

sufridos por un hijo por causa del fallecimiento de su padre, por actos 

torticeros de un tercero.    

Con relación a la indemnización reconocida al hijo-demandante en dicho 

caso en octubre de 1984, nos correspondería actualizarla al valor presente. 

Hecho lo cual, la cantidad de $15,000.00, ajustada a la inflación, la 

multiplicamos por el valor adquisitivo del dólar para el año 1984, fecha en 

                                                 
10 Ese valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 115.33, que es el índice de 

precios al consumidor para mayo 2016. 
11 Ese valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 116.646, que es el índice de 

precios al consumidor para diciembre de 2016. 
12 Aun tomando como valor presente mayo 2018, fecha en que se enmendó la sentencia 

del foro primario el valor presente no cambiaría mucho, $31,019.422526.  
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que se dictó la sentencia, que fue de 1.575621.13 Al multiplicar dicha suma 

(1.575621), por los $15,000.00 concedidos en el precedente, obtenemos la 

cantidad de $23,634.3296. El próximo paso es el de dividir la cantidad de 

$23,634.3296 entre 0.85729472, que es el valor adquisitivo del dólar para 

la fecha en que se dictó la sentencia del caso de epígrafe, es decir a 

diciembre 2016.14 Por lo tanto, el valor presente ajustado suma 

$27,568.50016.15 

Una tercera opinión emitida por el Tribunal Supremo cuyos hechos se 

ajustan mejor para la comparación del caso ante nuestra consideración es 

la de la menor Nilda I. Vélez Rodríguez v. Amaro Cora, 138 DPR 182 (1995). 

En esta, el Sr. Pedro Amaro Cora y su hermano Jaime Amaro Cora iban 

conduciendo un camión de gasolina cuando se percataron de que otro 

automóvil cruzaba en retroceso la intersección justo frente de ellos. No 

pudo frenar a tiempo el camión, lo que provocó que impactara el automóvil 

por el centro lateral izquierdo, muriendo el conductor y pasajero del 

automóvil en el acto. En lo pertinente a la controversia ante nos, los hijos 

de los perjudicados presentaron demanda por los daños sufridos y el TPI le 

concedió a cada hijo $40,416.6816, cantidad que fue confirmada por el 

Tribunal Supremo.  

Por cuanto la valoración de los daños en la situación fáctica que precede 

ocurrió en abril de 1995, es requerido actualizarla al valor presente. Según 

el ejercicio realizado en los dos casos que anteceden, para actualizar la 

suma de $40,416.68 al valor presente, ajustado a la inflación, la 

multiplicamos por el valor adquisitivo del dólar para el año 1995, fecha en 

que se dictó la sentencia utilizada como precedente judicial de valoración, 

                                                 
13 Ese valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 63.467, que es el índice de 

precios al consumidor para octubre de 1984. 
14 Ese valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 116.646, que es el índice de 

precios al consumidor para diciembre de 2016. 
15 Aun tomando como valor presente mayo 2018, fecha en que se enmendó la sentencia 

del foro primario el valor presente no cambiaría mucho, $31,019.422526.  
16  Con mayor precisión, a los hijos de los causantes se le entregaron diversas cuantías 

por las angustias mentales sufridas. De esta forma, se les concedió $62,500.00 a Sigfredo 
Vélez Vélez, $52,871.78 a Leonel Uribe Ortiz, $40,416.68 a Justin Uribe Ortiz, $37,500.00 

a Nilda Ivette Vélez Rodríguez y $27,916.68 a Carlos Uribe Ortiz. Para propósitos del 

análisis del cómputo en el caso ante nuestra consideración partimos de la mediana de 

dichas cuantías.  No obstante, calculamos el valor presente de cada una de las cuantías 

concedidas que resultaron en las siguientes: $95,498.75; $80,787.01; $61,755.87; 

$57,299.25 y $42,656.12, respectivamente.  
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que fue de 1.309929.17 Al multiplicar dicha suma (1.309929), por los 

$40,416.68 concedidos en el precedente, obtenemos la cantidad de 

$52,942.9853. Luego, se divide la cantidad de $52,942.9853 entre 

0.85729472, que es el valor adquisitivo del dólar para la fecha en que se 

dictó la sentencia del caso de epígrafe, es decir a diciembre 2016.18 Por lo 

tanto, el valor presente ajustado suma a $61,755.87466.19 

La particularización y discusión de los tres casos analizados, que, 

reiteramos, presentan hechos cercanos o comparables a los que están bajo 

nuestra consideración, revelan que las cantidades asignadas para 

indemnizar los daños resultantes por la pérdida del ser querido fueron 

muchísimo más bajas que las concedidas a la parte apelada. En concreto, 

luego de aplicada la metodología para determinar los daños en las tres 

opiniones que preceden, y ajustado al valor presente, calculamos que el 

promedio de las cuantías concedidas en concepto de daños sería de 

$39,888.8989 para la Sra. Cruz Figueroa.20 Así, sumamos las cantidades 

obtenidas de cada caso guía ($30,342.3220, $27,568.5001 y                          

$61,755.8746) y lo dividimos entre la cantidad casos guías que utilizamos 

(3), para obtener el resultado mencionado.  

La conclusión a la que arribamos responde exclusivamente al ejercicio 

del método establecido por nuestro Tribunal Supremo para computar el 

resarcimiento de daños en casos similares. Al así obrar no cuestionamos 

ni modificamos en modo alguno las determinaciones de hechos alcanzadas 

por el tribunal apelado en términos de los daños que efectivamente la parte 

apelada logró demostrar en el desfile de la prueba. De lo cual se colige que 

este foro intermedio en nada varía la conclusión del tribunal a quo al 

identificar en su Sentencia que la relación de la apelante con su madre era 

                                                 
17 El valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 76.34, que resultó del índice de 

precios al consumidor para abril de 1995. 
18 En este caso, el valor adquisitivo fue obtenido dividiendo 100 entre 116.646, según 

indicaba el índice de precios al consumidor para diciembre de 2016. 
19 Aun tomando como valor presente mayo 2018, fecha en que se enmendó la sentencia 

del foro primario, el valor presente, no cambiaría de manera significativa, 
$31,019.422526.  
20 No pasa desapercibido ante este foro, que la cuantía concedida al hermano que vive 

fuera de Puerto Rico y que como consecuencia no tenía una relación tan cercana con la 

causante como lo tenía la apelada, le concedieran una cuantía mucho mayor a la 

concedida por este foro. No obstante, resulta inescapable que este foro debe de regirse por 

los precedentes.  
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extremadamente cercana, no esporádica ni lejana, que se apoyaban 

mutuamente, se mostraban afecto cotidiano y quedó irreparablemente 

afecta por el fallecimiento.  

No obstante, y aun concediendo lo anterior, el uso de la metodología 

para computar los daños en la esfera estatal irremediablemente nos 

muestra que la cantidad concedida por los daños sufridos es insostenible, 

por cuanto resulta exageradamente alta en comparación con casos 

similares. Tiene razón la parte apelante al sostener que el tribunal a quo 

incidió en la determinación de la cantidad concedida a la apelada por los 

daños y perjuicios sufridos, al resultar demasiado alta.   

Al así decidir, no nos resulta un asunto liviano (por el contrario), el 

hecho de que un jurado en el foro federal haya concedido una cantidad 

muchísimo más alta por los daños sufridos al hermano de la apelante, 

frente a los mismos hechos. No pasa desapercibido, tampoco, la diferencia 

en grados de relación afectiva que el foro primario identificó entre la 

apelante con su madre y la del hermano con la fallecida, siendo la de la 

primera mucho más cercana, por tanto, merecedora de más alto 

resarcimiento frente a su hermano. Con todo, se ha de ver, el valor del 

precedente opera en el ámbito de la consistencia jurídica, que ayuda a los 

litigantes y la sociedad a prever posibles resultados ante situaciones de 

hechos similares, y al que los tribunales de inferior rango nos debemos 

atener.21 Lo que supone que, a pesar del desbalance entre la indemnización 

concedida entre uno y el otro foro, nos corresponde sostener la metodología 

para computar los daños establecida en los precedentes de nuestro 

tribunal de mayor jerarquía, con todo y resultando muy distinto por causa 

de la intervención de la figura del juicio por jurado en el tribunal federal, 

ajena a nuestro procedimiento civil.   

                                                 
21 Tampoco pasa desapercibido, por ejemplo, que en Santiago Montañez v. Fresenius 
Medical, supra, (una decisión de hace apenas dos años), el Tribunal Supremo determinó 

aumentar la partida concedida por indemnización a los hijos de la fallecida, tomando en 
cuenta el extenso sufrimiento que ésta padeció al encontrarse hospitalizada por 71 días 

antes de fallecer. Aun reconociendo en este caso una situación de hechos que merecía 

mayor indemnización, y tratándose de unos hechos que revelaban agudo sufrimiento, el 

foro de mayor jerarquía ordenó la modificación de la indemnización por un total de 

$30,000.00 a cada hijo, una cantidad realmente distante de los $300,000.00 concedidos 

en el caso ante nuestra consideración.   
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Con todo, un examen individual de los precedentes concede oportunidad 

a este foro de extender la compensación entre el rango de sus precedentes, 

es decir, de entre $27,568.00 (en el caso de Pérez Cruz v. Hosp. La 

Concepción, supra) hasta $61,755.87 (Cantidad concedida en el caso de la 

menor Nilda Vélez Rodríguez v. Amaro Cora, supra.). 

IV.  

Por los fundamentos expuestos, ordenamos la modificación de la 

sentencia apelada, únicamente respecto a la cuantía concedida por el 

tribunal primario, para así otorgarle a la señora Cruz Figueroa la cantidad 

de $47,500.00 como indemnización por los daños sufridos.  

 Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 La Juez Rivera Marchand disiente con voto escrito. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


